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De: Agustín Bonilla <abonillabogado@gmail.com>

Enviados: miércoles, 17 de agosto de 2022 8:51:18 a. m. (UTC-05:00) Bogota, Lima, Quito, Rio Branco

Para: Ventanilla Centro Servicios Juzgado Ejecucion Penas Medidas Seguridad - Bogotá - Bogotá D.C.
<ventanillacsjepmsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Cc: Juzgado 19 Ejecucion Penas Medidas Seguridad - Bogotá - Bogotá D.C. <ejcp19bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
abogadopenalistajlg <abogadopenalistajlg@hotmail.com>

Asunto: Recurso de apelación auto NI 54793-19 AI 808/809 DE 03/08/2022 - Libertad Condiconal RAD. 11001 60 00
028-2012 02346 00 PPL LUIS ALBERTO GONZÁLEZ SOLANO


AGUSTÍN BONILLA QUIROZ, en mi calidad de apoderado del señor LUIS ALBERTO
GONZÁLEZ SOLANO, identificado con cédula de ciudadanía No. 1.032.361.251 de Bogotá,
condenado por causa penal dentro del radicado de la referencia, actualmente privado de la
libertad en el Complejo Carcelario y   Penitenciaria Metropolitano de Bogotá “COMEB LA
PICOTA”, de manera atenta y con el debido respeto me dirijo a su honorable despacho,
con el fin de interponer recurso de apelación en contra del Auto No. 2022-808/809 del
3 de agosto de 2022 proferido por la señora Juez 19 de Ejecución de Penas y Medidas
de Seguridad de Bogotá, por el cual negó la libertad condicional a mi representado y
se toman otras determinaciones; conforme al recurso y documentos que se
adjuntan.  

-- 

Cordialmente, 

AGUSTÍN BONILLA QUIROZ
C.C. 74.362.112
T.P. 184.366 del C.S. de la J.
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Bogotá D.C., 16 de agosto de 2022 
 

 
 
Doctora:  LUZ ANGELA CELY SERRATO 

JUEZ TERINTA Y NUEVE PENAL DEL CIRCUITO DE 
CONOCIMIENTO DE BOGOTA     

Bogotá D.C.  
 

Asunto: Recurso de Apelación Auto Interlocutorio No. 2022-808/809 
Juzgado 19 de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad  

 

 
Referencia:  Radicado No. RAD. 11001 60 00 028-2012 02346 00 

 
 

E.  S.  D.  
 
 

AGUSTÍN BONILLA QUIROZ, domiciliado y residente en Bogotá D.C., 
identificado con la cédula de ciudadanía No. 74.362.112, abogado en 

ejercicio, con tarjeta profesional No.184.366 del Consejo Superior de la 
Judicatura, en mi calidad de apoderado del señor LUIS ALBERTO 

GONZÁLEZ SOLANO, identificado con cédula de ciudadanía No. 1.032.361.251 

de Bogotá, condenado por causa penal dentro del radicado de la referencia, 
actualmente privado de la libertad en el Complejo Carcelario y  Penitenciaria 

Metropolitano de Bogotá “COMEB LA PICOTA”, de manera atenta y con el 

debido respeto me dirijo a su honorable despacho, con el fin de interponer 
recurso de apelación en contra del Auto No. 2022-808/809 del 3 de agosto 

de 2022 proferido por la señora Juez 19 de Ejecución de Penas y Medidas 
de Seguridad de Bogotá, por el cual negó la libertad condicional a mi 
representado, y se tomaron otras determinaciones; con fundamento en los 

siguientes argumentos:  
     

I. ANTECEDENTES 
 

 
El señor LUIS ALBERTO GONZÁLEZ SOLANO, fue condenado a la pena 
principal de 228.3 meses de prisión, por los delitos de Homicidio, Tráfico, 

Porte o Tendencia de Armas de Fuego, Accesorios Partes o Municiones y 
Homicidio en la Modalidad de Tentativa, mediante sentencia del 18 de 

noviembre de 2013 proferida por el Juzgado 39 Penal del Circuito Con 
Función de Conocimiento de Bogotá, la vigilancia de su pena le 

correspondió al Juzgado 19 de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad 
de Bogotá 
 

Como quiera que mi poderdante superaba las 3/5 partes de la pena, toda 
vez que a la fecha sumaba un tiempo total superior a los 142 meses y 

18 días, el día 25 de abril de 2022, y por considerar que cumplía a 
cabalidad con los requisitos exigidos, solicité ante su juzgado ejecutor, el 

beneficio de libertad condicional, conforme al artículo 64 de la ley 599 de 
2000. Es de resaltar que mi petición fue enviada el 25 de abril de 2022 y 
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no el 2 de junio, como erradamente se indica en la decisión objeto de este 
recurso.  
 

 

 
II. DE LA DECISIÓN OBJETO DEL RECURSO DE APELACIÓN 

 
 

Mediante Auto No. 2022-808/809 del 3 de agosto de 2022, la señora Juez 
19 de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá, negó el 
subrogado penal de la libertad condicional a mi representado, basada en 

las siguientes consideraciones:  
 

“(…) 
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(…) 
 

 
 

(…) 
 

Sobre el anterior sustento el a quo, tomo la siguiente decisión:   
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(…)” 
 

Entiende este defensor, que la negativa del a quo, se basó en dos tópicos a 
saber: por un parte el desempeño y comportamiento del penado y por la 
otra sobre el análisis de la conducta punible, decisión que respeto pero no 

comparto, pues considero que el a quo, ha interpretado de manera 
restrictiva las disposiciones legales que rigen esta materia, desconociendo 

los pronunciamientos de las atas cortes y con la gravedad de que adicionó 
requisitos objetivos no dispuestos en el articulo 64 del Código Penal, 

vulnerando así el principio de legalidad y por ende el debido proceso 
consagrado en el articulo 29 constitucional, tal como procedo a 
sustentarlo, así:  

 
 

I. En cuanto al adecuado desempeño y comportamiento durante el 

tratamiento penitenciario:  
 

Resulta contradictoria la decisión tomada por el Juzgado Ejecutor, toda vez que 

como en el mismo Auto objeto del presente recurso se indica:  
 

  “(…) 
 

 
  

  (…)” 
 

Conforme a lo anterior, está más que acreditado este requisito objetivo, 

pues se aportó la resolución favorable por parte de del Consejo de 
Disciplina del Establecimiento, siendo esta la forma establecida por el 
legislador, pues así lo señala el artículo 471 de la ley 906 de 204:  

 
ARTÍCULO 471. SOLICITUD. El condenado que se hallare en las 
circunstancias previstas en el Código Penal podrá solicitar al juez de ejecución 
de penas y medidas de seguridad la libertad condicional, acompañando la 

resolución favorable del consejo de disciplina, o en su defecto del director 
del respectivo establecimiento carcelario, copia de la cartilla biográfica y los 
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demás documentos que prueben los requisitos exigidos en el Código Penal, los 
que deberán ser entregados a más tardar dentro de los tres (3) días siguientes. 

 

Al unisonó la ley 65 de 193, frente al tratamiento penitenciario dispuso:  

 
ARTÍCULO 142 OBJETIVO. El objetivo del tratamiento penitenciario es 
preparar al condenado, mediante su resocialización para la vida en libertad. 

ARTÍCULO 143. TRATAMIENTO PENITENCIARIO. El tratamiento 
penitenciario debe realizarse conforme a la dignidad humana y a las 
necesidades particulares de la personalidad de cada sujeto. Se verifica a 
través de la educación, la instrucción, el trabajo, la actividad cultural, 

recreativa y deportiva y las relaciones de familia. Se basará en el estudio 
científico de la personalidad del interno, será progresivo y programado e 
individualizado hasta donde sea posible. 

ARTÍCULO 144. FASES DEL TRATAMIENTO. El sistema del tratamiento 
progresivo está integrado por las siguientes fases: 
1. Observación, diagnóstico y clasificación del interno. 
2. Alta seguridad que comprende el período cerrado. 

3. Mediana seguridad que comprende el período semiabierto. 
4. Mínima seguridad o período abierto. 
5. De confianza, que coincidirá con la libertad condicional. 

 
Luego, no puede ser de recibo el argumento esgrimido por el juzgado 

ejecutor, quien trae a un nuevo escenario una revocatoria de prisión 
domiciliaria, para apartarse del concepto favorable emitido por la 
autoridad competente y quien conoce de primera mano el proceso de 

tratamiento penitenciario del PPL LUIS GONZALES SOLANO. Si bien es 
cierto a mi representado le fue revocado el beneficio de prisión 

domiciliaria, los aspectos que antecedieron y rodearon tal situación, ya 
fueron objeto de estudio por parte del a quo y consecuencia de ello recibió 

una sanción materializada en la pérdida de ese benefició, conforme al auto 
interlocutorio No. 2022-79-80/52, del 3 de febrero de 2022. 
 

Así las cosas el a quo, estaría realizando un doble juicio de reproche por la 
misma conducta y aplicando dos sanciones por el mismo hecho, es decir 

por un parte le revoca la domiciliaria y por la otra le niega la libertad 
condicional, en contravía del Nom bis in idem y del principio de 

progresividad que sustenta el proceso de tratamiento penitenciario, 
resaltando que, tal acontecimiento, no ha sido contemplado por el 
legislador ni la jurisprudencia, como causal de exclusión del beneficio de 

libertad condicional.  
 

Ahora bien, frente al argumento esbozado por la señora Juez 19 de 
Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de: “de la cartilla biográfica 

aportada por el centro de reclusión, no se evidencia que se haya dado inicio 
nuevamente el tratamiento penitenciario, o que se haya ratificado la 

permanencia en la clasificación de mínima…”. Señor juez ad quem, no 
puede ser posible que con el fin de negar la libertad condicional a mi 
representado, se adicionen requisitos no establecidos por el legislador, 

habida cuenta que artículo 64 de la ley 599 de 2000, no exige la 
clasificación en fase de tratamiento, esto hace parte de los elementos 

evaluados por el consejo de disciplina y el concejo de evaluación y 
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tratamiento, los que sin duda alguna no encontraron óbice para libertad 
condicional de mi representado, y de ello da fe el concepto favorable que 

obra en el expediente y al que hizo referencia el Juzgado Ejecutor.  
 
En gracia de discusión, pues si en la cartilla biográfica registra la 

clasificación en mínima, es esa la que se debe tener en cuenta y no 
presumir que debe ser modificada por que se le revocó la domiciliaría, esto 

debe ser acompasado con la resolución favorable, la cual estudia tos estos 
aspectos, enfatizando en que mi representado si cuanta con la clasificación 

en mínima como se puede constatar, en la copia del acta que se anexa 
como No. 3.  
 

Es de precisar que para obtener la clasificación en mínima, el condenado 
debe surtir un proceso y cumplir con los requisitos dispuestos en la 

Resolución INPEC - 7302 de 2005, articulo 10.4., siendo esta la 
disposición legal que rige la materia y en la que no se contempla la 

supuesta “ratificación” exigida en el auto objeto de apelación.   
 

 
II. De análisis de la conducta punible:  

 
 
Siendo este uno de los requisitos más cuestionados y de más controversia 

en los tramites de libertad condicional, no sería este el caso la excepción, 
pero desafortunadamente, se ha convertido en la regla y el factor 

generalizado para negar la libertad condicional de los condenados, 
situación que, en la práctica hace casi inaplicable el artículo 64 de la ley 

599 de 200.  
 
Para el caso sub examine, se observa que la señora Jue 19 de Ejecución de 

Penas y Medidas de Seguridad, realizó una interpretación restrictiva y 
desfavorable, de la normatividad y los pronunciamientos jurisprudenciales 

aplicables a la materia, pues buena parte de sus argumentos para este 
requisito, los sustentó en la valoración de la conducta punible, que en su 

momento realizó el Juez de Conocimiento, valoraciones estas, que sin 
duda alguna influyeron en la pena aplicada al señor LUIS ALBERTO 

GONZÁLEZ SOLANO.  
 

Nótese señor Juez ad quem, cómo en el auto objeto de este recurso 

(páginas 6 y 7), se transcribe la situación fáctica del proceso penal de mi 
representado y luego de transcribirla, se cita lo siguiente:  
 

   “(…) 
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Esto a mi leal saber y entender, es una segunda valoración la conducta, 

toda vez que se está realizando un nuevo juicio de valor sobre los hechos, 
proceder que no se ajusta a los sentado por la honorable Corte Suprema 

de Justicia, de la que es preciso traer a colación apartes de la decisión 
AP2977-2022 Radicación 61471 del 12 de julio de 2022, así:  
 
 “(…) 

 

26. En torno a la valoración previa de la conducta punible, resulta pertinente 
recordar que es el fundamento basilar del recurso de alzada, pues fue este 
el requisito por el que el Juez ejecutor negó el subrogado.  
 
En consecuencia, se ofrece pertinente tener en consideración lo expuesto por 
la Corte Constitucional en la sentencia C-757 de 2014, mediante la cual 
examinó la constitucionalidad de la anotada expresión. Al respecto, el Alto 
Tribunal señaló:  
 
El juicio que adelanta el Juez de Ejecución de Penas tiene una finalidad 
específica, cual es la de establecer la necesidad de continuar con el 
tratamiento penitenciario a partir del comportamiento carcelario del 
condenado. En este contexto, el estudio del Juez de Ejecución no se hace 
desde la perspectiva de la responsabilidad penal del condenado –resuelta 
ya en la instancia correspondiente, ante el juez de conocimiento- sino desde 
la necesidad de cumplir una pena ya impuesta. En el mismo sentido, el 
estudio versa sobre hechos distintos a los que fueron objeto de reproche en 
la sentencia condenatoria, cuales son los ocurridos con posterioridad a la 
misma, vinculados con el comportamiento del sentenciado en reclusión. 
 
Por consiguiente, agregó la Corporación, «el fundamento de su decisión en 
cada caso sería la valoración de la conducta punible hecha previamente por 
el juez penal», lo que descarta la posibilidad de que el funcionario encargado 
de ejecutar la sanción, formule nuevos juicios de valor con relación a los 
hechos tenidos en consideración para proferir la condena, o tan siquiera que 
los complemente. 
 

27. Postura reiterada en sentencias C-233 de 2016, T-640 de 2017 y T-265 
de 2017, en las que el Tribunal Constitucional resaltó que, en el examen de 
la conducta, el juez debe abordar el análisis desde las funciones de la pena, 
sin olvidar su finalidad constitucional de resocialización. 
 
En línea con dicha interpretación, la Corte Suprema de Justicia ha sostenido 
que: 

 
La mencionada expresión –valoración de la conducta- prevista en el inciso 1º 

del artículo 30 de la Ley 1709 de 2014, va más allá del análisis de la 
gravedad, extendiéndose a aspectos relacionados con la misma, sin que el 
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juez ejecutor de la pena tenga facultad para soslayar su evaluación, como lo 
señaló la Corte Constitucional en la Sentencia C-757 del 15 de octubre de 
201437. 

 
Así las cosas, bien puede afirmarse que, la finalidad de la previsión 
contenida en el artículo 64 del Código Penal con sus respectivas 
modificaciones, no es otra, que relevar al condenado del cumplimiento de 
una porción de la pena que le hubiere sido impuesta, cuando el concreto 
examen del tiempo que ha permanecido privado de la libertad, de sus 
características individuales y la comprobación objetiva de su 
comportamiento en prisión o en su residencia, permiten concluir que en su 
caso resulta innecesario continuar con la ejecución de la sanción. 

 
28. Esta Sala, en la sentencia de tutela STP15806-2019, Radicado 683606, 
se refirió a los fines que debe perseguir la pena; de la siguiente manera: 
 
(…) la pena no ha sido pensada únicamente para lograr que la sociedad y la 
víctima castiguen al condenado y que con ello vean sus derechos restituidos, 
sino que responde a la finalidad constitucional de la resocialización como 
garantía de la dignidad humana.  

(…) 
 
Así, se tiene que: i) en la fase previa a la comisión del delito prima la 
intimidación de la norma, es decir la motivación al ciudadano, mediante la 
amenaza de la ley, para que se abstenga de desplegar conductas que 
pongan en riesgo bienes jurídicos protegidos por el Derecho Penal; ii) en la 
fase de imposición y medición judicial debe tenerse en cuenta la culpabilidad 
y los derechos del inculpado, sin olvidar que sirve a la confirmación de la 
seriedad de la amenaza penal y a la intimidación individual; y iii) en la fase 

de ejecución de la pena, ésta debe guiarse por las ideas de resocialización y 
reinserción sociales38. 
 
No puede tenerse como razón suficiente para negar la libertad condicional la 
alusión a la lesividad de la conducta punible frente a los bienes jurídicos 
protegidos por el Derecho Penal (…) ii) La alusión al bien jurídico afectado es 
solo una de las facetas de la conducta punible, como también lo son las 
circunstancias de mayor y de menor punibilidad, los agravantes y los 
atenuantes, entre otras. Por lo que el juez de ejecución de penas debe 

valorar, por igual, todas y cada una de éstas; iii) Contemplada la conducta 
punible en su integridad, según lo declarado por el juez que profiere la 
sentencia condenatoria, éste es solo uno de los distintos factores que debe 
tener en cuenta el juez de ejecución de penas para decidir sobre la libertad 
condicional, pues este dato debe armonizarse con el comportamiento del 
procesado en prisión y los demás elementos útiles que permitan analizar la 
necesidad de continuar con la ejecución de la pena privativa de la libertad, 
como bien lo es, por ejemplo, la participación del condenado en las 
actividades programadas en la estrategia de readaptación social en el 
proceso de resocialización (…). 
 
Lo anterior, está indicando que el solo análisis de la modalidad o gravedad 
de la conducta punible no puede tenerse como motivación suficiente para 
negar la concesión del subrogado penal, como pareció entenderlo el A quo, al 
asegurar que «no se puede pregonar la procedencia del beneficio 
denominado Libertad Condicional, pues ese pronóstico sigue siéndole 
desfavorable, en atención a la valoración de la conducta, circunstancia que 
no cambiará, (…) su comportamiento delictivo nació grave y no pierde sus 
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características con ocasión del proceso de resocialización y rehabilitación 
dentro del tratamiento penitenciario». 
 

Por el contrario, se ha de entender que tal examen debe afrontarse de cara a 
la necesidad de cumplir una sanción ya impuesta, por lo que no se trata de 
un mero y aislado examen de la gravedad de la conducta, sino de un estudio 
de la personalidad actual y los antecedentes de todo orden del sentenciado, 
para de esta forma evaluar su proceso de readaptación social; por lo que en 
la apreciación de estos factores debe conjugarse el «impacto social que 
genera la comisión del delito bajo la égida de los fines de la pena, los cuales, 
para estos efectos, son complementarios, no excluyentes». 

 

También señaló el a quo que, considera que no es viable el beneficio aquí 

solicitado, atendiendo al bien jurídico tutelado que es la vida, 
señalamiento que no puede ser de recibo, toda vez que el delito no es 

causal de exclusión del beneficio, pues si así lo fuere, el legislador lo 
habría dispuesto, tal como ocurre en las prohibiciones del artículo 68A de 

la Ley 599 de 2000.  
 
Como si fuera poco, se vuelve a enrostrar mi representado, el hecho de 

habérsele revocado la presión domiciliaria, aspecto al que no hare más 
reparos, pues sobre este ya me pronuncie en el acápite anterior, 

insistiendo en que se debe tener en cuenta que el objeto de la decisión, era 
la viabilidad de otorgar la libertad condicional y no, el estudio de la 

revocatoria de domiciliaria y el permiso de 72 horas, a los que hace 
referencia en varios apartes de la decisión, generando duda sobre el 
asunto a decidir y los requisitos exigidos a criterio de ese juzgado, para 

conceder o no, el subrogado solicitado.  
 

Su señoría, ruego a usted tener en cuenta la naturaleza y el sentido 
jurídico social del subrogado penal que aquí se promueve, del que al 

respecto el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Rosa de 
Viterbo, en decisión del 24 de octubre de 2018, dentro de la causa penal 
No. 2016 00088, dijo:  
 

“(…) 
 

… es necesario recordar que la Libertad Condicional hace parte de los denominados 
subrogados penales, por medio de los cuales se permite al sentenciado la sustitución 
de la pena privativa de la libertad siempre que acredite el cumplimiento de los 
requisitos exigidos en la norma; beneficio a través del cual el legislador ha 
propendido por garantizar, primero, un incentivo para el condenado que ha 

demostrado su capacidad de readaptación social con el cumplimiento de la 

sentencia, y, segundo, servir de ejemplo al resto de personas privadas de la 

libertad, quienes pueden ver en este subrogado los beneficios que trae consigo 
la readaptación social que se pretende con la sanción penal impuesta. Así ha 
referido la Corte Constitucional. 

 

“3.2. Específicamente, en lo que tiene que ver con el subrogado de libertad 
condicional, éste tiene un doble significado, tanto moral como social; lo primero, 
porque estimula al condenado que ha dado muestra de su readaptación, y lo 
segundo, porque motiva a los demás convictos a seguir el mismo ejemplo, con lo 
cual, se logra la finalidad rehabilitadora de la pena. El principal argumento 
para que esta figura haya sido incorporada dentro de nuestra legislación es la 
resocialización del condenado, “pues si una de las finalidades de la pena es 
obtener su readaptación y enmienda y está ya se ha logrado por la buena 
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conducta en el establecimiento carcelario, resultaría innecesario prolongar la 
duración de la ejecución de la pena privativa de la libertad. En este sentido, 
puede afirmarse que la libertad condicional es uno de esos logros del derecho 
penal, que busca evitar la cárcel a quien ya ha logrado su rehabilitación y por lo 
tanto puede reincorporarse a la sociedad”.1 

    

  (Negrillas y subrayas fuera de Texto) 
 

 
III. En Cuanto al numeral 4º “Otras Determinaciones”   

 
Finalmente, señor Juez ad quem, y aunque este aspecto no fue objeto de mi 
solicitud de libertad condicional, pero como quiera que la señora Juez 19 de 

ejecución de Penas y Medias de Seguridad, los integro a la decisión objeto del 
recurso de apelación y habida cuenta que se violó tajantemente el debido proceso 

constitucional de mi representado señor LUIS ALBERTO GONZÁLEZ SOLANO, 
no puedo dejar de referirme a esta arbitraria decisión, para que su despacho 

también la revoque.  

 
Según el ítem 3 del numeral 4º “OTRAS DETERMINACIONES: 

 
“(…) 

 
“(…) 

 

Su señoría, en primer lugar, se debe tener en cuenta que, el beneficio 
administrativo de permiso hasta por 72 horas, fue concedido mediante 

auto interlocutorio No. 1605 del 4 de mayo de 2018, proferido por el 
Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Aseguramiento de 

Guaduas Cundinamarca (del cual se anexa copia), decisión judicial que 
esta incólume, pues sobre la misma no recae decisión judicial de igual o 
superior jerarquía que la revoque, señor Juez ad quem, bien se dice que el 

estado de las cosas en derecho, se deshacen en derecho, por lo que no 
entiende este defensor, como es que la Juez a quo, afirma que el beneficio 

de 72 horas se perdió su vigencia al revocarse la prisión domiciliaria, 
máxime cuando los dos beneficios obedecieron a decisiones diferentes, y lo 

que es peor, revisado el auto por el cual se revoca la domiciliaria, nada se 
dice sobre el beneficio de 72 horas. Esto lo podrá corroborar en el auto 
interlocutorio No. 2022-79-80/52 del 3 de febrero de 2022, del cual se 

anexa copia.  
 

El al artículo 478 de la ley 906 de 2022, dispone:  
 

ARTÍCULO 478. DECISIONES. Las decisiones que adopte el juez de ejecución 
de penas y medidas de seguridad en relación con mecanismos sustitutivos de la 
pena privativa de la libertad y la rehabilitación, son apelables ante el juez 

que profirió la condena en primera o única instancia. 

 

                                                 
1 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-757 de 2014 
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Entonces señora Juez de Conocimiento, si el Juzgado Ejecutor, considera 
que existen los argumentos para revocar el beneficio otorgado en decisión 

judicial por su homólogo de Guaduas Cundinamarca, entonces el deber 
que le asiste es, proferir la decisión que en derecho corresponde, 
respetando el debido proceso, para que el penado pueda defenderse e 

interponer los recursos de ley. 
 

No es posible, salvo mejor criterio, que una decisión judicial, se entienda 
revocada por otra que, en lo absoluto tiene que ver con ella, como ya lo 

indique, la revocatoria de la domiciliaria, no hace referencia alguna al 
permiso de 72 horas, por lo que este sigue en firme y así se debe mantener 
hasta tanto, se profiera decisión que derecho corresponda para dejarla sin 

efectos.  
 
 

   

PETICIÓN  
 

Bajo los anteriores argumentos, facticos, jurídicos y jurisprudenciales, dejo 
sustentado el recurso de apelación y consecuencia solicito a la señora Juez 

Treinta y Nueve Penal del Circuito de Conocimiento, fallar en derecho y en 
tal sentido:  
 

REVOQUE la decisión proferida por la señora Juez 19 de Ejecución de 
Penas y Medidas de Seguridad, en el auto Interlocutorio No. 2022-

808/809, del 3 de agosto de 2022 por la cual se negó el sustituto penal de 
libertad condicional y se toman otras determinaciones frente al penado 

LUIS ALBERTO GONZÁLEZ SOLANO, identificado con cédula de ciudadanía No. 

1.032.361.251 y en consecuencia se le conceda la libertad condicional 
solicitada, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 64 de la Ley 599 

de 2000, modificado por la Ley 1709 de 2014.  
 

REVOQUE la decisión proferida por la señora Juez 19 de Ejecución de 
Penas y Medidas de Seguridad, en el auto Interlocutorio No. 2022-

808/809, del 3 de agosto de 2022, En el ítem 3 del numeral 4º “Otras 
Determinaciones”, a efectos de mantener incólume el beneficio 

administrativo de permiso hasta por 72 horas, concedido mediante auto 

interlocutorio No. 1605 del 4 de mayo de 2018, proferido por el Juzgado Segundo 
de Ejecución de Penas y Medidas de Aseguramiento de Guaduas Cundinamarca.  
 

 
Anexo:   
 

 
1. Copia Auto interlocutorio No. 1605 del 4 de mayo de 2018, proferido por 

el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Aseguramiento 
de Guaduas Cundinamarca.  

 
2. Copia Auto interlocutorio No. 2022-79-80/52 del 3 de febrero de 2022, 

proferido por el Juzgado 19 de Ejecución de Penal y Medias de 
Aseguramiento.  

 

3. Copia acta de clasificación en fase, del 7 de febrero de 2020.  
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Notificaciones:   Carrera 12 B No. 8-23 Oficinas 809 y 810 de Bogotá D.C.  Tel. 

311 4620515, correo electrónico  abonillabogado@gmail.com 
 

 

 
Atentamente,  

 
 
 

 
 

 
 

AGUSTÍN BONILLA QUIROZ 
C.C. 74.362.112 
T.P. No. 184.366  del C. S. de la J.  
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